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Resumen

Los Planes Nacionales de Seguridad Pública en Brasil.

Este trabajo pretende analizar la formulación, implementación y evaluaciones disponibles del Plan Nacional de Seguridad Pública (Brasil, Ministerio de Justicia, Junio de 2000), su visión sistémica e interdisciplinaria, así como la propuesta de sus 15 compromisos y 124 acciones. Este Plan, sintomáticamente,  se presenta en la primera frase de su introducción, como siendo “un Plan de acciones.” También será analizado comparativamente el Proyecto de Seguridad Pública presentado durante la campaña electoral por el Partido de los Trabajadores ( Febrero de 2002) así como las propuestas más recientes existentes en el Ministerio da Justicia relacionadas con el ámbito de la seguridad pública en Brasil. Finalmente, se analiza y evalúa el proceso de implementación de los Planes Nacionales de Seguridad Pública desde el concepto de la regulación, entendida como el conjunto de estrategias y/o tentativas de construcción de una cada vez mayor correspondencia entre las normas del Estado de derecho y la realidad, en el contexto del proceso político en Brasil. Debe señalarse que el nivel de estas acciones de regulación, en el marco de una complejidad y volumen creciente de la actividad de administración pública y privada, en sociedades que están experimentando fuertes cambios en el medio de un proceso de globalización, es necesariamente de una complejidad creciente, y probablemente un largo y penoso proceso. La formulación de una estrategia adecuada es seguramente una condición necesaria pero no suficiente para el éxito, ya que estas tentativas de regulación deben sobrevivir en un ambiente adverso donde las más diversas prácticas anti-reguladoras continuarán operando. La interferencia del sistema político en las políticas de seguridad se evidencia en la tela de relaciones de colusión que están imbricadas en la estructura de relaciones sociales brasileña.  En este punto, como las acciones propuestas no tendrán por lo general el consenso de las partes afectadas, existe siempre el riesgo de que su aplicación se oriente por una perspectiva tecnocrática, o por un proceso de decisiones políticamente inviable. Finalmente, debemos tener en cuenta que la puesta en práctica del conjunto de regulaciones contenidas en los planes es siempre una acción colectiva, y observar cuidadosamente la actitud de los diversos sectores de la sociedad ante las propuestas de políticas públicas levantadas.
Introducción 

            “- General, hay mucha corrupción allí y no puedo afirmar que voy la llegar y parar inmediatamente los secuestros. Inclusive porque hay policías comprometidos.             Cerqueira lo tranquilizó:

             -  No voy la exigirte resultados a corto plazo. Quiero apenas que estanques la corrupción y mantengas la comisaría bajo control. Después veremos que otras medidas tienen que ser tomadas.”
« “ Este Plan está basado en los siguientes principios: interdisciplinaridad, pluralismo organizacional y gerencial, legalidad, descentralización, imparcialidad, transparencia de las acciones, participación de la comunidad, profesionalismo, atención de las particularidades regionales y en el estricto respeto de los derechos humanos. La observación de esos principios es una condición para su éxito.”» 
Apenas dos años separan las dos citas anteriores. La primera, de 1998, es la trascripción del espíritu de la tarea encargada por el entonces Secretario de Seguridad Pública de Rio de Janeiro, General Nilton Cerqueira, al entonces candidato a Jefe de la Policía Civil, Comisario Hélio Tavares Luz. La segunda pertenece a la presentación del Plan Nacional de Seguridad Pública (PNSP) del Gobierno Cardoso, divulgado el 20 de junio de 2000, una semana después de ocurrido en Río de Janeiro el secuestro del ómnibus 174. Ante esto, se imponen dos breves reflexiones, a modo de introducción. En el primer caso, estamos frente a una concepción minimalista de la planificación, fundamentada en alguna de las posibles “filosofías de la satisfacción”, que definen objetivos premeditadamente  subóptimos  y desarrollan una visión fragmentada y anti-sistémica de la planificación. Ejemplo no pretendido de “the science of muddling-through” 
, como Charles Lindblom la describió. En el segundo caso, una frase de efecto funciona como cobertura de una hipotética “planificación estratégica”  de un área que figuraba en la prioridad vigésimo-octava  en el documento “Orientación Estratégica del Ministerio de Justicia para la Elaboración del Plan Plurianual 2000-2003” (Orientación Estratégica do Ministerio da Justicia para la Elaboración do Plan Plurianual 2000-2003 ) (MJ,1999),  en el que no se encuentra ninguna referencia a cualquier proceso en ejecución o a ser iniciado de elaboración del PNSP ( Ver Notas 11y 12).  La implementación del PNSP nos brinda con un destacado ejemplo de la denominada “regulación oportunista” (Donolo, 2000), al mismo tiempo que sugiere las razones de su previsible fracaso.

Otras citas podrían ser incluidas aquí, ya que el material disponible es abundante y los antecedentes antiguos. Todo “plan estratégico” puede inscribirse en un intento de regulación. Pero no todos los intentos de regulación cuentan con “Planes estratégicos”. Bastaría recordar, como ejemplo, la “Operación Río”, lanzada el  1º  de noviembre de 1994, que no produjo, a pesar de lo impactante de su implementación, cualquier resultado digno de ser notado desde el punto de vista de un avance en la regulación.

El marco constitucional del análisis

Cualquier análisis de los Planes de Seguridad Pública en Brasil debería comenzar por la consideración crítica de los principios constitucionales que les sirven de fundamento. Actualmente, el marco constitucional de la seguridad pública en el Brasil está determinado por el artículo 144 de la Constitución de la República Federativa del Brasil (CRFB),  y por la Enmienda Constitucional No. 19, de 1998, así como por las leyes derivadas
. Entre las leyes derivadas se encuentra la que reglamenta las policías. Sin embargo, este proceso de reglamentación todavía no fue concluido, y, en muchos casos, ni siquiera iniciado. Este es el o caso de la Policía Federal, que todavía no cuenta con una ley orgánica, quince años después de sancionada la Constitución, así como tampoco la Policía Civil del Estado de Río de Janeiro. En el artículo mencionado la CRFB no establece una definición clara y precisa del concepto de “seguridad” y tampoco del de “responsabilidad”, que es atribuida a “todos” (los ciudadanos) con el doble carácter de derecho y responsabilidad 
. Ya la Secretaria Nacional de Seguridad Pública del Ministerio de Justicia (SENASP) del Ministerio de Justicia (MJ), en su página en la Internet “Conceptos Básicos de Seguridad Pública”, define nuevamente los términos incluidos en el Art. 144 da CRFB, debiendo destacarse los siguientes:

 “La Defensa Social incluye, entre otras actividades, la prestación de servicios de seguridad pública y de defensa civil.

La Seguridad Pública es una actividad perteneciente a las instituciones estatales y a toda la comunidad, realizada con el objetivo de proteger a la ciudadanía, previniendo y controlando las manifestaciones de la criminalidad y de la violencia, efectivas o potenciales, garantizando el pleno ejercicio de la ciudadanía dentro de los límites de la ley.

...

Faltando una definición expresa e inequívoca de la expresión Seguridad Pública, es posible argumentar, a partir del texto de la Constitución, que esta sea una condición, o estado, que incumbe al Estado el deber de asegurar para la Nación, por medio de la oferta de servicios prestados por los órganos referidos al final del caput del art. 144. Resulta también que de aquel artículo del texto constitucional que la “provisión de la seguridad pública”, por definición semántica de la expresión “seguridad”, así como por la referencia a los órganos de ejecución citados,  implique en asegurar un estado de cosas en que la Nación esté protegida de la victimización por el crimen y por la violencia, siniestros, accidentes y desastres. Las políticas, métodos y procesos que traducen las metodologías de provisión de la seguridad pública, instrumentales para la materialización de la disposición constitucional, pertenecen, básicamente, al dominio de la gestión de los Poderes Ejecutivo Federal, Provincial y Municipal.”

 (http://www.mj.gov.br/Senasp/senasp/inst_conceitos.htm) (03/03/2003)

Se impone una crítica a la imprecisión, tanto del texto constitucional como de las aclaraciones. El concepto de Nación usado en las aclaraciones no está definido en la Constitución. Sorprende también que el enfoque sea sobre la “Nación” y no sobre los ciudadanos. Al mismo tiempo, el texto declara que la “seguridad pública” es una “actividad propia de los órganos estatales y de la comunidad como un todo...”, pero reserva  a los Poderes “las políticas, métodos y procesos que traducen las metodologías de provisión de la seguridad pública...”. La cada vez más ambigua relación entre Estado y Sociedad Civil parece encontrarse reflejada en los propios textos del Ministerio  de Justicia. Como está señalado arriba, el alcance de la expresión “responsabilidad de todos” no está definido. Ninguno de esos términos encuentra respuesta práctica y técnica en el campo jurídico-administrativo en el cual se incluye la seguridad pública. 

Principales políticas y programas adoptados en el ámbito federal

Planificación

La experiencia brasileña con la planificación se remonta al final de los años 1930s, con la publicación del Plan Quinquenal de Obras y Reequipamiento de la Defensa Nacional, de 1939, que tenía como objetivo la preparación del país para una eventual participación en la Segunda Guerra Mundial. Este Plan contaba con un presupuesto especial. Considerando el área de la seguridad pública se verifica que, dentro de lo que fue caracterizado como crisis del Estado y los proyectos para su reconstrucción, con el objetivo de aumentar la “publicización” ( una versión brasileña de la “transparencia”) y la “gobernabilidad”, el área de seguridad pública fue caracterizada como perteneciendo a un segmento de actuación del Estado identificado como de “actividades exclusivas”, que incluía las áreas existentes o a ser creadas responsables por la reglamentación, fomento de actividades, etc. Estos temas dirigieron el debate y las políticas públicas que realizaron la reforma parcial de Estado en Brasil a lo largo de los años 1990s. En la elaboración del Plan Director de la Reforma del Aparato del Estado  ( PDRAE), aprobado en 1995 por el ex presidente Fernando Henrique Cardoso (1994-2002), la administración pública gerencial pasó a tener un lugar destacado. Se le dio énfasis a las cuestiones de planificación y evaluación constante de recursos materiales, financieros, y particular atención a la gestión estratégica del personal. Al mismo tiempo, bajo la influencia del Programa Nacional de Publicización - (PNP) 
, las “organizaciones sociales” pasaron tener un papel importante en la implementación de las políticas públicas.   Un punto importante merece destacarse aquí, relacionado con la naturaleza de la regulación que se estaba pretendiendo poner en práctica. Cuando se analiza el documento “Orientación Estratégica del Ministerio de Justicia para la Elaboración del Plan Plurianual 2000-2003” (MJ, 1999) 
, no se encuentra ninguna referencia a cualquier proceso ya iniciado o a iniciarse de elaboración de un PNSP.  Observamos que el primero de los Macro-objetivos y Directivas para el MJ es “Crear un ambiente macroeconómico favorable al crecimiento sustentable”, y el vigésimo octavo “Movilizar al gobierno y a la sociedad para la reducción de la violencia” 
. Sorprende el bajo grado de estructuración y detalle de la propuesta, aún considerando su carácter preliminar. Esto fortalece la hipótesis de que la elaboración del PNSP tuvo características de una reacción a hechos de violencia con gran impacto en la opinión pública nacional e internacional. Aquí debemos tener en cuenta que los problemas relacionados con los temas violencia/seguridad son considerados por la población brasileña como de la más alta importancia, perdiendo apenas para el desempleo. ( El caso del secuestro del ómnibus de la línea 174 ocurrido en Rio de Janeiro, el 12 de junio de 2000 fue seguramente el mas importante) 
.  El PNSP fue anunciado el 20 de junio de 2000 como un “plan de acciones”, intentando quebrar la sensación generalizada de una total inercia del gobierno en relación al problema de la violencia y de la seguridad pública.  Estamos frente a un tipo de regulación con notables características de oportunismo, o sea, de medidas tomadas en función de hechos coyunturales (Donolo, 2001:37), lo que se presenta como una característica distintiva de la planificación en el área de la seguridad pública. Obviamente, las regulaciones no tienen en general el consenso de los afectados a quienes se destinan: por eso se opta muchas veces por una alternativa tecnocrática (substancialización de recursos)
 en lugar de enfrentar un proceso de decisiones o construcción de consensos, considerado políticamente inviable o perjudicial para los intereses políticos propios coyunturales del gobierno de turno. En estas condiciones, se recurre frecuentemente al argumento de “falta de capital político” para avanzar en la implementación de medidas que impliquen alguna posibilidad de cambio, y no en el mero “restablecimiento de la normalidad” (Drucker, 1996:17) o reconocidamente inútiles, con excepción del impacto mediático, generalmente en su versión instrumental minimalista: armas y vehículos. 

El Plan Nacional de Seguridad Pública del Gobierno Cardoso

Desde 1808, cuando “...fue creada la Secretaria de Policía con funcionarios encargados de fiscalizar las diversiones públicas, el registro de vehículos y embarcaciones, la expedición de pasaportes, etc.” ( Silva, 1985:2), el PNSP fue la primera planificación de acciones que tuvo como objetivo la seguridad pública a nivel del gobierno federal.

Esto significa que, desde 1827, cuando es instaurada la investigación policial, los profesionales que estaban en contacto con la población, encargados del mantenimiento de la seguridad pública no contaban con ninguna iniciativa originada a nivel federal o provincial de planificación de su trabajo que incluyese aspectos materiales, financieros y de personal. Esto justifica en alguna medida la afirmación del Ministerio de Justicia de que el PNSP constituía la “Primera política de seguridad pública de los ciudadanos implementada en el país” (SENASP, 2001:8).

La Secretaria Nacional de Seguridad Pública (SENASP), órgano específico en el tema, integrante de la estructura del Ministerio de Justicia, fue instituida por el Decreto 3.698, del 21 de diciembre de 2000,  y tiene como finalidad asesorar al Ministro de Justicia, a quien está directamente subordinada, en la definición e implementación de la política nacional de seguridad pública. La actividad principal de la SENASP, desde la publicación del PNSP, “...ha sido la ejecución y gerencia del PNSP, realizadas por medio de la adaptación a nuevos procedimientos, así como también la provisión de nuevos servicios a los ciudadanos” (SENASP, 2001:8)

El PNSP es un documento producido por el Ministerio de Justicia, divulgado el 20 de junio de 2000, que incluye 15 compromisos que se desdoblan en 124 acciones. Está incluido en el Plan Avanza Brasil
 y estructurado en cuatro capítulos que detallan los compromisos a ser asumidos en el ámbito del Gobierno Federal, y por éste en cooperación con los Gobiernos Provinciales, los otros Poderes y la Sociedad Civil. También especifica las acciones que serán ejecutadas para que sean alcanzados los resultados esperados (Ministerio de Justicia, 2000:4).

Este plan se caracterizaba por una exhaustiva multiplicidad de principios orientadores: interdisciplinaridad, pluralismo organizacional y gerencial, obediencia a la legalidad, descentralización, imparcialidad, transparencia de las acciones, participación comunitaria, profesionalismo, respeto a las peculiaridades regionales y a los derechos humanos. Tenía como objetivo perfeccionar el Sistema de Seguridad Pública brasileño, por medio de propuestas que integren políticas de seguridad, políticas sociales y acciones comunitarias, como forma de prevenir y reprimir el crimen, reducir la impunidad, aumentar la seguridad, la tranquilidad del ciudadano brasileño y recuperar la confianza en las instituciones. Todo esto sería realizado rigurosamente dentro del espíritu de la reforma del Estado concebida durante la presidencia de Cardoso (1994-2002). De acuerdo con el guión de cualquier manual básico de planificación, los elementos fundamentales estaban presentes, comenzando por  la fijación de objetivos para viabilizar la elaboración de una planificación a un nivel estratégico, que incluyese orientaciones políticas sobre los caminos que la seguridad pública debería seguir en el Brasil. Sin embargo, a partir de la inexistencia de cualquier referencia al Plan en las directrices estratégicas del Ministerio de Justicia en el año anterior, puede deducirse, como observamos arriba, que el PNSP fue concebido, en el mejor de los casos, a partir del inicio del año 2000, seis años después de que Cardoso asumiera la presidencia, y divulgado en función de las necesidades de la coyuntura.

Para alcanzar los resultados pretendidos fue prevista la participación de un número heterogéneo y casi interminable de instituciones: la Presidencia de la República, por medio de la Casa Civil, el Ministerio de Justicia, por intermedio de su Secretaria Ejecutiva, del Departamento de Policía Federal y del Departamento de Policía de Tránsito Federal (Polícia Rodoviária Federal); del Ministerio de Planificación, Presupuesto y Gestión, de la Caja Económica Federal, del Instituto de Reaseguros de Brasil, del Consejo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico (CNPq); de la Fundación de Coordinación y Perfeccionamiento del Personal de Nivel Superior (CAPES); del Congreso Nacional, de la Procuraduría (Ministerio Público), de las Secretarías provinciales de seguridad y justicia, de las universidades y otras instituciones de enseñanza y de organizaciones no-gubernamentales (ONGs) con experiencia en capacitación, estudios e investigación sobre el accionar policial. 

El PNSP incluyó medidas: a) en el ámbito del Gobierno Federal;, b) estableciendo la cooperación del Gobierno Federal con los Gobiernos Provinciales; c) de carácter normativo y d) de naturaleza institucional. Las medidas, en el ámbito del Gobierno Federal tomaron la forma de los siguientes compromisos:  1) Combate al narcotráfico y al crimen organizado; 2) Desarme de la población y control de armas; 3) Represión al robo de cargas y mejoras en la seguridad de los caminos; 4) Implantación del subsistema de inteligencia de seguridad pública; 5) Ampliación del programa de protección a testigos y víctimas del crimen; y  6) Reglamentación de la presencia de la violencia en los medios de comunicación.
El Capítulo II detalla las medidas que tendrían el apoyo del Gobierno Federal, en el sentido de cooperar y estimular las acciones de los Gobiernos Provinciales y de la Sociedad Civil , y con ese propósito asumió los compromisos No. 7 a 13, los que consistían en :  7) Reducción de la Violencia Urbana; 8) Neutralización de Pandillas y Combate al Desorden Social; 9) Eliminación de Homicidios Múltiples ( “Chacinas”) y Ejecuciones Sumarias;  10) Combate a la Violencia Rural; 11) Intensificación de las Acciones del Programa Nacional de Derechos Humanos; 12) Capacitación Profesional y Reequipamiento de las Policías; y 13) Perfeccionamiento del Sistema Penal.

Como medida de naturaleza normativa el Gobierno asumió el compromiso No. 14: Mejorar la Legislación y, finalmente, como medida de naturaleza institucional, el No.15: Implantación del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

En carácter de acciones, el PNSP incluía: a) la creación del Fondo Nacional de Seguridad Pública, destinado a financiar el reequipamiento, la reestructuración y calificación profesional de las Policías; como también las acciones previstas en el Plan; b) apoyo a la capacitación de las Policías provinciales e incentivo de las Policías comunitarias, teniendo en vista apoyar y estandarizar la capacitación de las Policías provinciales; c) programas de apoyo a las policías que procuran incentivar la puesta en marcha de acciones de carácter social; d) reequipamiento de la Policías provinciales, disponiendo recursos mediante contrapartida en acciones y compromisos de los gobiernos provinciales con los resultados del PNSP; e) apoyo a la creación de (oidorías)¿? de Policía y mecanismos de control externos; f) ejecución de tareas administrativas por agentes externos al cuadro policial,  estimulando la tercerización de los servicios burocrático-administrativos,
 y finalmente; g) creación de un núcleo especial de combate a la impunidad.

Un antecedente importante, porque tiene continuidad en el gobierno actual, debe ser observado en la relación  pretendida con los problemas sociales. En febrero de 2002, haciendo frente a las críticas que consideraban que el Plan no era mucho más que un mostrador para distribuir recursos financieros, el presidente Fernando Henrique Cardoso afirmó que el Plan no estaba sólo destinado apenas a traspasar recursos a las Provincias, sino también a crear proyectos de carácter social en el contexto de la  capacitación de los agentes policiales. 

El PNSP no podía dejar de tener en cuenta la falta de homogeneidad existente entre los planes de capacitación provinciales para las Policías. Se encuentra en el PNSP una clara preocupación con  por la capacitación unificada de las Policías civiles y militares.  El Balance de los 500 días del PNSP (Balanço de 500 dias de PNSP- Balanço Consolidado de Destaques, MJ, Noviembre de 2001), al referirse al Compromiso No. 7, en la Acción No. 51, describe como una acción de ejecución permanente la implantación de cursos conjuntos de formación y calificación de agentes policiales de las dos instituciones, en todos los niveles, adoptando, cuando  fuese el caso, las Bases de Currículo para Profesionales de la Seguridad Pública, desarrolladas por el Ministerio de Justicia. También está incluida aquí la implantación de centros de enseñanza para las dos Policías. 

En junio del 2001 fue publicado el informe Resultado de un Año del Plan Nacional de Seguridad Pública, donde se informa, a través de cuadros demostrativos de las acciones del PNSP, lo que fue efectivamente realizado y los resultados parciales alcanzados. Ya el Informe de Gestión del Ejercicio 2001 incluye: La ficha técnica del Programa Seguridad de Ciudadano, lista de 17 acciones realizadas;  cuadro resumen de las partidas presupuestarias autorizadas para las inversiones de la SENASP; lista de recursos descentralizados para las provincias y las municipalidades; y una lista de convenios firmados y otros proyectos. Además, incluye anexos con cuadros de descripción de los gastos realizados, e informaciones adicionales sobre el  Sistema de Integración Nacional de Informaciones de Justicia y Seguridad Pública - (INFOSEG), sobre el  Programa Federal de Capacitación de los Profesionales del Área de Seguridad Pública y del Flujo Financiero de Proyectos Financiados con Recursos Externos.

El Fondo Nacional de Seguridad Pública (FNSP)

En febrero del 2001, fue elaborado el Informe de Gestión de la Secretaria Nacional de Seguridad Pública del Ministerio de Justicia ( SENASP/MJ), referente al ejercicio del año 2000, que incluye 180 días de ejecución del PNSP. La acción Nº 93 estipulaba preveía la creación del Fondo Nacional de Seguridad Pública - (FNSP), lo que se realizó por intermedio de la Medida Provisoria nº 2.029, de 20 de junio de 2000, convertida después en la Ley Nº 10.201, de 14 de febrero de 2001, teniendo como objetivo “apoyar los proyectos de responsabilidad de los Gobiernos Provinciales y del Distrito Federal en el área de Seguridad Pública, y de las municipalidades, donde haya guardias municipales.” (SENASP, 2001: 07). 

El FNSP dispuso de recursos del Tesoro Nacional. Un total de R$ 1,3 billones (aproximadamente 516 millones de dólares)   serian destinados, hasta el año 2002, para los ítems presupuestados. Financió también proyectos de capacitación en las Provincias, colocando como condición previa, para la liberación de los recursos, el uso de las Bases Curriculares para la Formación de Profesionales en el Área de Seguridad del Ciudadano,  y que fuesen cumplidas las condiciones establecidas por el Ministerio de Justicia para que fuesen alcanzados los objetivos del PNSP.
Análisis de la inversión realizada por el PNSP

Con la intención de comparar las inversiones realizadas en los últimos años del Gobierno de Cardoso  con las presupuestadas para  el primer año del gobierno del presidente da Silva, presentamos una Tabla con los valores per cápita en dólares de los Estados Unidos, por año y por mes. (Los valores fueron convertidos de acuerdo al valor del dólar americano de los Estados Unidos en el momento de la aprobación del gasto). 

De acuerdo a las informaciones suministradas hasta el momento (1º de julio de 2003) por el Secretario Nacional de Seguridad Pública, Luiz Eduardo Soares, el órgano dispone de aproximadamente 404 millones de Reales para inversión en 2003 (o sea aproximadamente 114,7 millones de dólares en total o US$ 0.054 por habitante por mes.)

Tabla 1 aquí

El gobierno de Cardoso apenas consiguió producir un Plan Nacional de Seguridad Pública en el último año y medio de su gestión.  Y en condiciones tales, como ya fue señalado, que está mucho más cerca de la regulación oportunista que de un verdadero trabajo de planificación estratégica. 

En relación al gobierno de da Silva, cuya situación financiera es bastante precaria, podemos decir que toda esa planificación estratégica está fundamentada en recursos financieros muy limitados, ya que apenas alrededor de cinco centavos de dólar por habitante serán destinados mensualmente al FNSP. Como esto significa aproximadamente la tercera parte de lo destinado en el gobierno anterior en circunstancias semejantes, parece realista mantener una dosis de escepticismo sobre los resultados que pueden esperarse. Un punto que aumenta las dudas es que los Estados no están aplicando los recursos que fueron liberados por el FNSP durante 2001 y 2002. Según el secretario nacional de Seguridad Pública, Luiz Eduardo Soares, 93% de los recursos liberados por la Secretaria a los Estados durante esos años todavía no fueron aplicados, al 30 de junio de 2003. 

La “Fuerza de Tareas”” contra el crimen organizado     

Una novedad del gobierno Cardoso fue la propuesta de implementación de “Fuerzas de Tareas” como forma de combatir la violencia y el crimen organizado. La primera experiencia fue realizada en Río de Janeiro después del secuestro y asesinato del periodista Tim Lopes por un grupo dirigido  por el traficante de drogas conocido como “Elias Maluco”. Pero rápidamente las “Fuerzas de Tareas”, tanto en el caso del Estado de Río de Janeiro como en el del Estado de Espírito Santo, fueron cayendo en el olvido. En primer lugar, por la dilución de responsabilidades entre las Provincias y el Gobierno Federal, lo que en la práctica se tradujo en una falta de medidas legales para su implementación efectiva,
 y, finalmente, por la falta de voluntad política para implementar la propuesta, en un cuadro de crecientes dificultades presupuestarias. 

No faltaron algunas interpretaciones muy amplias de lo que seria una “Fuerza de Tareas”. Por ejemplo, “El superintendente de la Policía Federal en Río, Marcelo Itagiba, cree que la unión de esfuerzos que el gobierno da Silva está construyendo en los ámbitos federal y provinciales configura una nueva fuerza de tareas. “La Fuerza de Tareas es una selección brasileña, con los mejores valores, que tienen los mejores conocimientos, y se coloca ese equipo para jugar juntos. No veo otra forma de combatir la criminalidad sino juntando esfuerzos a nivel regional y nacional, luchando contra un enemigo común.”, afirmó Itagiba, este jueves.” (OESP Online. Jueves, 27 de febrero de 2003). En el pasado, el destino de las “Fuerzas de Tareas” estuvo asociado a su carácter efímero. Este punto fue percibido por el actual  Secretario Nacional de Seguridad Pública, Luiz Eduardo Soares, quien recientemente se declaró contrario a ellas por su carácter no permanente.
  Esto coloca en evidencia su carácter de medida coyuntural para satisfacer expectativas de la opinión pública de los Estados afectados. Sin embargo, debe notarse también la dificultad de su implementación efectiva, por la existencia de una sistemática interferencia del sistema político en las cuestiones de seguridad pública. Por lo tanto, si en el futuro viniese a materializarse, implicará grandes articulaciones políticas a los niveles federal y provincial, que deberán tener en cuenta los intereses de los numerosos sectores afectados. Debe tenerse en cuenta que las Fuerzas Armadas podrían ser un importante apoyo, ya que esta opción las retiraría de la no pretendida situación de desempeñar el papel siempre complejo de fuerzas policiales, con el inevitable desgaste que esto implica. La implementación de la “Fuerza de Tareas” puede ser visualizada como una forma de contornear el problema constitucional de atribuciones de las diferentes policías, tanto al nivel federal como provincial. 

“Paquetes”: Medidas coyunturales de poco resultado

Adicionalmente a las “Fuerzas de Tareas”, durante el gobierno de Cardoso fueron anunciados “paquetes de medidas” en el área de Seguridad pública, generalmente para intentar disminuir los problemas de coordinación originados en disposiciones constitucionales, como la contenida en el art. 144, que establece claramente diferentes atribuciones para las Policías civil y militar, con aplicación en cada una de las provincias de la Federación. Como la “unificación de las Policías” implica una modificación previa de la Constitución, son colocados en práctica diferentes conjuntos de medidas, más o menos artificiales, según los casos,  para intentar contornear este problema. En cada caso deben negociarse fórmulas adecuadas que contemplen los intereses corporativos de todos los atores involucrados.  El “paquete” publicado el 9 de agosto de 2002 incluía dos Medidas Provisorias y Proyectos de Ley para intentar ayudar a las provincias a enfrentar los problemas de seguridad pública, la crisis del sistema penal ( intentando disminuir la acción de organizaciones criminales dentro de las cárceles, algunas dominadas por diversas facciones de organizaciones criminales y funcionando en la práctica como oficinas de estas organizaciones), y la crisis en diversas Policías provinciales ( procurando dificultar las huelgas de policías que se diseminaron por el país).
 El gobierno de Cardoso ya había intentado implementar medidas en el área de Seguridad Pública en 1997 (también en un momento en que ocurrían huelgas en las Policías en diferentes provincias), pero no consiguió apoyo para que saliesen del papel, tantas las dificultades y objeciones colocados por los más diversos sectores, sea en la forma de defensa de las garantías individuales como de los privilegios corporativos. En agosto de 2002, Cardoso nombró una comisión de ministros para intentar una solución negociada para las huelgas, frente a pedidos de los gobernadores que exigían hasta la presencia del Ejército en las calles.
  El “paquete” incluyó la prohibición explícita de cualquier tipo de paralización por parte de los policías civiles, multas diarias para las asociaciones sindicales y policías líderes de las huelgas, y la prisión, de 1 a 4 años, en el caso de ocupaciones de cuarteles o edificios públicos. 

En relación con las organizaciones criminales, el “paquete” prohibía los teléfonos celulares dentro de las cárceles, así como determinaba que el interrogatorio de acusados presos fuera realizado dentro de las propias cárceles, para dificultar los rescates por cómplices. Las divergencias en el Congreso Nacional impidieron en ese momento la aprobación de los “paquetes”, dado el carácter conflictivo de las propuestas que afectaban múltiples intereses. Algunas protestas tuvieron el apoyo de la influyente Asociación de los Abogados de Brasil, Regional São Paulo (OAB-SP), que en agosto de 2002 se manifestó contra la intención del gobierno de criminalizar las huelgas de policías. Otro elemento que dificultó la aprobación de las medidas del “paquete” fue el factor tiempo: lanzado al final del mandato, los Estados sabían que el gobierno Federal no tendría la menor condición de exigir la implantación de las medidas exigidas como contrapartida  para la liberación de los recursos.

Decisiones políticas y conflicto de atribuciones

El gobierno Cardoso se mantuvo estoicamente aferrado a las prioridades establecidas en el Plan Estratégico del Ministerio de Justicia de 1999. Todavía en enero de 2002, en oportunidad de la discusión en el seno del gobierno sobre la factibilidad de crear una Comisión Especial de Seguridad Pública, a imagen y semejanza de la Comisión de Gestión de la Crisis de Energía (GCE),  si escuchamos con atención las declaraciones del entonces Ministro-jefe de la Secretaria General de la Presidencia de la República, (ministro Arthur Virgílio Neto) podemos verificar que la primera de sus declaraciones recupera el primero de los Macro-objetivos y Directivas establecidos para el MJ en abril de 1999 (“(1.) crear un ambiente macroeconómico favorable al desarrollo sustentable. Directiva: Reforzar la regulación y fiscalización de la acción privada”) “El éxito del combate a la violencia depende de la estabilidad”, afirmó.  Por otra parte, el ministro Arthur Virgílio Neto, repitiendo el discurso del ministro de Justicia, Aloysio Nunes Ferreira, reiteró que el gobierno federal no estaba apenas empujando las fallas de la Seguridad Pública hacia terceros: "Creamos el Plan de Seguridad Pública, dimos dinero a los Estados, equipamos a la Policía Federal (PF), pero hay algo que no podemos hacer, que es el combate directo a la criminalidad, que es atribución de los Estados ", declaró Virgílio Neto. De acuerdo con él, en ese momento, lo que el Ejecutivo podía hacer era asesorar a los gobernadores.” (AN Agora - Joinville - 31 de Janeiro de 2002 ). El gobierno Cardoso se debatió a lo largo de los ocho años de gobierno contra las limitaciones constitucionales y las presiones de los Estados y las corporaciones, quedando limitadas sus políticas a la creación de un PNSP que no salió del papel como Plan, sino apenas en su carácter de un programa de distribución de recursos para los Estados y como ejecutor de capacitación profesional para profesionales de la seguridad pública indicados por sus respectivas instituciones.

Las críticas al PNSP

Las críticas al PNSP y a su funcionamiento comenzaron a crecer cuando se percibió que su eficacia, medida en términos de mejoras de indicadores de criminalidad, era irrelevante, y que sus informes estaban constituidos por un conjunto heterogéneo de acciones y resultados parciales presentados sin cualquier referencia a indicadores de evaluación de gestión. El informe “Resultado de un Año del Plan Nacional de Seguridad Pública”, presentado en junio de 2001, no está precedido, en la versión colocada en la Internet, de ninguna evaluación del Ministro de Justicia o del Consejo Nacional de Seguridad Pública. Además, el informe correspondiente al año 2002 no fue divulgado. Para el redactor del informe 2001, 
“Muchas de las acciones y metas incluidas en el PNSP dependen de varias iniciativas..., además de la propia sociedad civil, para que la Seguridad de los ciudadanos se transforme en vivencias concretas en el día a día de las personas. Es importante mencionar que el avance en ese campo no puede ser medido sólo por programas o proyectos en fase de implementación o ejecución. Ese avance está reflejado también en el sentimiento de indignación y agotamiento de la sociedad frente a hechos que no respetan la vida humana y cultivan el régimen del miedo.” 

Nótese la reiteración de la cobranza de “responsabilidad” de la sociedad civil, así como la retórica de la “indignación y agotamiento”, y la preferencia por la substancialización de recursos ante la falta de alternativas. En la ceremonia de conmemoración de los dos años del PNSP, se firmaron convenios del gobierno federal con diez Estados, por los cuales se transfirieron  más de US$ 36 millones a las arcas provinciales, en vísperas de una elección presidencial. El octavo - y penúltimo - Ministro de Justicia del gobierno Cardoso, Miguel Reale Júnior, afirmó en la ocasión que “Muchos valores terminan no prevaleciendo porque falta la actuación del Estado. Es preciso un nuevo enfoque, el de la prevención, y la inclusión del Estado como mediador de conflictos”
  Como una trágica ironía, en la misma página podían leerse las siguientes noticias:  “ Lea más:  Escuelas municipales de Río son cerradas por el tráfico;
  Asesinatos aumentaron 37% entre 1992 y 1999;  Encuesta revela grave crecimiento de la violencia...”. El PNSP se caracterizó por una retórica que demostró poco contacto con la realidad pero mucha sensibilidad para tener en cuenta las relaciones de fuerza entre los diferentes sectores corporativos y las diferentes corrientes políticas. La retórica de indignación condujo a la renuncia del Ministro Reale Jr., después que el presidente Cardoso desautorizó la intervención federal en el Estado de Espírito Santo, cuya Legislatura Provincial era pública y notoriamente controlada por elementos reconocidamente vinculados al juego ilegal ( “jogo do bicho”) y al crimen organizado en esa provincia.

Como no podía ser de otra forma, un año después de ese retórico elogio de la prevención, el Estado de Río de Janeiro ya registraba dos intervenciones de las Fuerzas Armadas (Ejército) para intentar controlar la violencia. El actual Secretario Nacional de Seguridad Pública, Luiz Eduardo de Mello Soares, caracterizó acertadamente esta situación :

“La Secretaria Nacional de Seguridad Pública (SNSP) fue creada en 1995 y permaneció irrelevante hasta junio de 2000, cuando fue creado el Fondo Nacional de Seguridad. A partir de ese momento se transformó en una tesorería, y por eso importante. Pero continuó impotente, a pesar de la calidad profesional de sus gestores, porque era muy poco lo que el contexto permitía. La secretaria funcionaba como un mostrador de tienda: recibía proyectos aislados de las provincias, examinaba si estaban formalmente de acuerdo con las exigencias del Ministerio, y, burocráticamente, transfería los recursos. Vehículos y armas fueron comprados como nunca en el Brasil sin que se supiera de su real eficacia.

No existía una política, es decir, un diagnóstico de los problemas, la identificación de sus orígenes, jerarquización de prioridades, planificación rigurosa, implementación de mecanismos de evaluación y de dinámicas regulares de monitoreo. Sin esos elementos, no era posible aprender de los errores y construir un sistema institucionalizado de prácticas racionales, con alguna probabilidad de mejorarlo progresivamente.”
  (subrayado nuestro)

Cuando se observa el “Cuadro simplificado de un año de PNSP por compromisos”, que integra el Informe 2001 do PNSP, en el cual se detallan tres columnas para los 15 Compromisos asumidos por el PNSP, se verifica que en las columnas “Acción en el PNSP”, “Lo que ya fue realizado”, y “Resultados parciales” no existe un único indicador que pueda ser legítimamente usado como elemento de evaluación. 

Otras críticas a las deficiencias y a la concepción del PNSP se originaron en las propias instituciones que supuestamente debían implementarlo. Reunidos en Porto Alegre en agosto del 2001, representantes de las Policías de todos los Estados de  Brasil hicieron fuertes críticas al PNSP., “...el Plan Nacional de Seguridad Pública no salió del papel...Es inútil dar dinero para construir cárceles y comprar vehículos y armas si el policía está mal preparado, mal pago, sin motivación y desamparado” ( João Batista Rebouças, Presidente del Sindicato de los Investigadores de São Paulo)
. Los agentes de la Policía Federal también se manifestaron muy críticamente en relación al PNSP, a los recortes presupuestarios en el FNSP y a la no intervención federal en el Estado de Espírito Santo.
   

Observaciones críticas de la implantación del PNSP percibieron inmediatamente que su efectiva implementación implicaba también en la necesidad de la creación de una cultura del monitoreo y evaluación de la ejecución (resultados), así como de una efectiva prestación de cuentas a la sociedades, y no de un informe burocrático de gestión. Además, algunos puntos débiles ya podían ser indicados: a) la no identificación de todos los os actores involucrados ; b) la desarticulación entre esos actores; c) el liso y llano desconocimiento por parte de algunas instituciones de su vinculación al PNSP; d) la falta de una visión proactiva de las instituciones en relación al PNSP; y e) la ausencia de un enfoque gerencial para el PNSP. Evidentemente, los puntos en los cuales se señalaban fallas en el PNSP eran muy importantes. Además, debe tenerse en cuenta que el sistema de incentivos para la participación colocado en el Plan era casi exclusivamente de tipo monetario-financiero, y que seria interpretado por los diversos actores o mediadores dentro del marco de sus culturas políticas (Donolo, 20001:38). Los puntos a-d) indican que todo el ámbito de la mediación (institucional, política) entre reglas y actores no fue tenido en cuenta o abandonado por carecerse de condiciones, de “capital político”, de efectivamente influir en él.
A pesar de toda la pretendida “profundidad” estratégica y de planificación, el PNSP se nos presenta, tanto en su desarrollo e implantación, claramente inserto dentro del cuadro de la racionalidad limitada de los reguladores. Otra verificación que se impone al observador es que, a pesar de su pretendido compromiso con mas de diez principios y valores, en su implementación se aplica el simple incrementalismo, y a veces lisa y llanamente  el muddling through (Lindblom, 1995 (1959)), que, en el caso de Brasil, implica permanentemente un compromiso, una conciliación con el pasado y con tradiciones autoritarias y corporativistas de las cuales será extremadamente difícil liberarse. (Debrun, 1983). 

Esta cuestión podrá volver a aparecer, en formas siempre renovadas, en la implementación de la actual política de Seguridad Pública del gobierno da Silva. El muddling-through es “la forma como las cosas funcionan”, la forma de get the things done. Estamos aqui tratando de cuestiones que aparentan constituir “the cement of society” del   Brasil. ( Elster, 1990), y que determinan “lo que el contexto permite” para la concepción e implementación de planos en el área de Seguridad Pública. 
Nuevo Gobierno, Nuevo Plan   

En febrero de 2002 el  Partido de los Trabajadores divulgó, después de más de quince meses de trabajo coordinado por el Instituto Ciudadanía, su Proyecto para el área de Seguridad Pública. El proyecto recogió numerosos elogios, en todos los sectores políticos.  Ya su implementación después de la victoria electoral, bajo la conducción del actual Ministro de Justicia, Márcio Thomaz Bastos, está bajo la lógica de las presiones corporativas y de las relaciones de fuerzas existentes. Algunos objetivos, como la integración de la Policía Federal a la SENASP, y la vinculación de ésta directamente a la Presidencia de la República debieron ser descartados ya desde el comienzo. En la política, obviamente, la, “lucha por la definición de la realidad” no se detiene un instante, y en cada momento la resolución provisoria de ese combate determina “lo que el contexto permite”.

La filosofía básica del Plan del Partido de los Trabajadores puede ser resumida con las palabras del actual Secretario Nacional de Seguridad Pública:

“...la agenda mínima para la formulación de una política verdadera y radicalmente democrática, sintetizando las principales propuestas que presenté con detalles en mi libro “Meu Casaco de General” (Mi saco de general): modernización de las agencias institucionales de Seguridad, especialmente de las Policías (gerencial y tecnológica, con recalificación de los profesionales, como condición previa para que una política sea viable - viabilizando datos consistentes, diagnósticos rigurosos, planificación sistemática y evaluación correctiva realizada con regularidad - y para que existan instrumentos de aplicación); moralización (por medio de controles internos y externos, como la oidoría autónoma y con poder ilimitado de investigación, y por medio de inducción positiva, además de la valorización como profesionales de los policías, que son, con frecuencia, sometidos a condiciones de trabajo humillantes y salarios indignos) y participación social.” 

Como en el 2000, el gobierno de Cardoso había presentado y comenzado a implementar  su Plan Nacional de Seguridad Pública, se impone iniciar una reflexión comparativa. No precisamente sobre los resultados, ya que el nuevo gobierno apenas completó poco más de ciento ochenta  días, sino en relación a las racionalidades implícitas en las formulaciones de los planes.  
Planes y racionalidades

Observamos en Brasil desde hace un par de décadas un panorama de violencias en aumento, y que ya adquieren niveles que colocan el caso brasileño en una situación claramente diferenciada del resto de América Latina. Aquí debería ser exceptuada Colombia, pero en este caso influyen elementos que no se encuentran presentes en el caso del Brasil. Por lo tanto, se imponen con creciente urgencia para las instituciones estatales las acciones de regulación, sea bajo la forma clásica del derecho positivo, sea, en forma más amplia, incluyendo también las políticas públicas o la acción del sector privado. Pero existe un elemento  problemático muy importante  en este cuadro, y está relacionado con la forma en que se da, en la realidad, el monopolio de la violencia legítima del Estado en muchos Estados-nación del capitalismo periférico (Pinheiro, 2001:297). Ya en 1985, en el contexto de su crítica del materialismo histórico, Giddens exploraba estas cuestiones en el caso del “Estado-nación europeo” (Giddens, 2001), así como también lo hizo Norbert Elias (Elias, 1988, 1995, 1997). Adorno, (2002:278) observa en Wievorka (1997:19) un llamado de atención sobre la pérdida de eficacia de la tradicional fórmula  weberiana, en el caso de los estados capitalistas desarrollados. Pero, continua Adorno, “...si este argumento es aceptable, entonces como se coloca el monopolio estatal de la violencia legitima en sociedades que jamás lograron, en su historia social y política, alcanzarlo efectivamente y que seguramente no lo lograrán sumergidos como se encuentran en la avalancha del proceso de globalización, sea lo que esto signifique?”.  (id., id.). Esta cuestión está relacionada con las complejidades y características precarias de las democracias que emergen en América Latina después de los procesos de transición democrática. (AAVV (2000); Debrun (1983) ; Crozier (1997); Dellasoppa (2003, 2002-a, 2002-b, 2000); Méndez et al. (2000); O´Donnell (1994, 1997, 1999). Tenemos aquí un punto importante. Y, aprovechando estas afirmaciones, podríamos formular otra pregunta, directamente relacionada con el tema que nos ocupa. En una paráfrasis de Adorno, formulemos la siguiente: si este argumento es aceptable, como se sitúa el problema de la posibilidad de la regulación en el área de Seguridad pública en sociedades donde el Estado, sea federal o provincial, nunca alcanzó el monopolio de la violencia legítima del Estado dentro de un Estado de Derecho?
La concepción de un plan implica trabajar con un conjunto complejo de elementos que deben ser integrados en relación a un conjunto de valores y/o objetivos del regulador y colocados en movimiento en el proceso de planificación y ejecución posterior. La racionalidad occidental los sintetiza en: diagnosticar, planificar, implementar, evaluar. Inicialmente, el planificador racional precisa tener un diagnóstico de la situación sobre la cual pretende operar. Como nos recuerda Lindblom, el regulador no enfrenta un problema dado: él debe identificarlo y formularlo, lo que no es una tarea simple (Lindblom, 1978:27). Ese diagnóstico, en el caso de los planes citados arriba, parece haber sido, en primer lugar pero de formas diferentes, fuertemente influido por el sentimiento de inseguridad existente entre la población de acuerdo a lo expresado por las encuestas de opinión.
  El  Plan de Seguridad del gobierno Cardoso afirmaba que tenía como objetivo “...reprimir e prevenir el crimen y reducir la impunidad, aumentando la Seguridad y la tranquilidad del ciudadano brasileño.” Para, de esta forma, “...devolver al pueblo brasileño la idea precisa de Seguridad y Justicia....”. En el caso del Plan del Partido de los Trabajadores se afirma que “ la Seguridad es un bien por excelencia democrático, legítimamente deseado por todos los sectores sociales, que constituye un derecho fundamental de la ciudadanía, obligación constitucional del Estado y responsabilidad de todos nosotros. Por lo tanto la conclusión: o habrá Seguridad para todos o nadie estará seguro en el Brasil.” 
La primera verificación que podemos realizar respecto de esta racionalidad implícita en los Planes es que se presenta como una racionalidad no-ideológica. También nos muestra un ejemplo de la alta productividad de los temas insolubles en el corto plazo que aparecen en las encuestas de opinión. Supuestamente del diagnóstico que reúne un conjunto de valores con un conjunto de datos empíricos sobre la  naturaleza del sistema objeto de futura planificación surgen las bases racionales para la planificación del ataque a las causas de la inseguridad. Una vez identificadas las bases racionales, parece que se piensa que están sólidamente  colocados los cimientos para una futura acción colectiva que será resultado de la planificación.

En el caso del Plan del Partido de los dos Trabajadores, el Presidente da Silva presentó la propuesta del Plan con la siguiente afirmación: 

“La propuesta no posee color partidario ni credo ideológico. Su intención es convocar una amplia unidad nacional para enfrentar y vencer ese enemigo común, la violencia, en todas sus formas...”. 

En el caso del PNSP del gobierno Cardoso, esa cuestión ni siquiera aparece, tal vez debido a la prisa en terminar el Plan. Para comenzar, ya en la primera línea, se afirma que “Este es un Plan de acciones”, o sea que no debíamos cometer el error de juzgarlo  un “Plan de reflexiones”, o una simple justificación para partidas presupuestarias que los interesados, sea al nivel del gobierno Federal, de las Provincias o de la iniciativa privada deberían disputar en el mostrador. Un poco más adelante se nos dice:  “ Este Plan está basado en los siguientes principios: interdisciplinaridad, pluralismo organizacional e gerencial, legalidad, descentralización, imparcialidad, transparencia de las acciones, participación de la comunidad, profesionalismo, atención de las particularidades regionales y en el estricto respeto de los derechos humanos. La observación de esos principios es una condición para su éxito.” Podemos considerarnos informados entonces de las razones de su fracaso. Aquí tenemos que considerar la relación de fuerzas políticas, el “capital político” del planificador racional y, por que no, la voluntad política. Pero esos componentes no son de la competencia exclusiva del planificador racional, sino de las fuerzas políticas y del complejo conjunto de instituciones que deberán implementar el Plan, en las condiciones que el contexto permita y de acuerdo a sus propias necesidades políticas.

Podemos realizar una segunda observación sobre la racionalidad subyacente en estas propuestas. Datos, diagnóstico, planificación, evaluación, corrección on-line. A juzgar por las propuestas de los planificadores, bastará un buen diagnóstico, principios racionales y valores adecuados, capital y voluntad política para que se materialice una amplísima unidad nacional para combatir y derrotar al enemigo común: la violencia en todas sus formas. ¿Que es lo que lleva a suponer/proponer que un Plan podrá imponerse al conjunto de la sociedad por la fuerza de su racionalidad?, O que serán suficientes esos elementos para constituir esa acción colectiva?

Pareciera que se supone que súbitamente las racionalidades de bajo rendimiento que operan en las ciencias sociales, en la política y en la sociedad - en sus diferentes formas, de fines, de valores, etc. – se hubieran unificado en una racionalidad compartida por las fuerzas políticas, actores corporativos, instituciones y hasta individuos, estableciendo las bases de un amplio consenso nacional “contra el enemigo común”. Los resultados observados nos imponen una mesurada reserva.

En tercer lugar, como indicamos arriba, precisamos de actores  - podemos suponer organizaciones estatales complejas en sus diferentes y múltiples instancias, hasta llegar a los individuos, por ejemplo, - que coloque en práctica las acciones pensadas por la planificación según los marcos racionales indicados. Pero las múltiples organizaciones e instancias afectadas por estas propuestas tenderán a implementarlas dentro de lo posible de acuerdo con sus propios objetivos. Una concepción interesante de las organizaciones nos dice que estas no tienen exactamente objetivos, sino que siempre están en busca de objetivos. Las instituciones gubernamentales, ONGs y empresas podrían encuadrarse dentro de esta concepción. Al mismo tiempo, las organizaciones operan como un ámbito que restringe los grados de libertad de los actores, reduciendo sus posibilidades reales de negociación y de resolución de los problemas de cooperación (Crozier, 1977:54), lo que implica en dificultades adicionales para la creación y desarrollo de la acción colectiva. Es importante destacar que esta acción colectiva se desarrolla para esta interpretación en un contexto que está determinado por una racionalidad limitada,  de acuerdo al concepto introducido por March y Simon (March y Simon: 1958). No existe habitualmente por parte de los actores en las organizaciones la búsqueda sinóptica de la mejor solución para un determinado problema; no existe, por lo tanto, la capacidad de optimización.  En la realidad, los actores eligen la primera solución para un problema específico que alcanza o supera sus expectativas mínimas. Remito a los lectores, sin mayores comentarios, a la cita que da inicio a este trabajo. En los casos habituales, este proceso se repetirá indefinidamente.

En el complejo itinerario de la regulación, se impone para los afectados la lógica del  free rider: todos aquellos que tengan condiciones siempre evitarán dar el primer paso. Además, las regulaciones no tienen generalmente el consenso de los interesados-afectados: por eso se opta tan frecuentemente por la opción tecnocrática (substancialización de los recursos) como alternativa a un costoso y desgastador proceso de acuerdos políticos que puede en un determinado momento mostrarse políticamente inviable. 

La forma definitiva adoptada por un proyecto de regulación en la práctica es el resultado de una lucha política por la definición de la realidad. El área de Seguridad Pública en sus muchas manifestaciones, tanto institucionales como de grupos de interés, así como en sus representaciones sociales, es una de esas realidades objeto de competencia en su definición. Se trata de una lucha política, empeñada de acuerdo a las reglas de la competición electoral, lo que transforma los Planes en espacios de negociación con las tendencias internas, los aliados y los adversarios, donde todos los implicados tratarán de minimizar la internalización de sus externalidades negativas. 

Un último punto que debemos observar es la casi total ausencia de la variable tiempo de los planos de los planificadores, y, obviamente, de los discursos de los políticos. ¿En cuánto tiempo el problema de la violencia/seguridad será reducido en el Brasil a la dimensión, por ejemplo, de los indicadores de los Estados Unidos? ¿Veinte años? ¿Tal vez dos generaciones?. No hay obviamente modelo racional capaz de proveer una respuesta, aunque sea aproximada. Esto nos impone una dificultad adicional. En casos limitados, dentro de las  ciencias naturales, tal vez en economía dentro de limites estrictos,  el modelo de racionalidad podrá ser aplicado con resultados razonablemente consistentes, donde el tiempo es una variable fundamental. En el caso de la política, que no se encuentra entre los casos anteriores, el tiempo juega en el sentido de amplificar los resultados generalmente no esperados, y los planes son aplastados contra el presente, al punto que muchas veces se verán reducidos a simples activos en una negociación. Por ejemplo, entre los resultados no esperados, podrá ocurrir que los cambios gerenciales y la calificación profesional “racional” de las fuerzas de seguridad pública  no produzcan los resultados esperados. 

Existe en los planificadores del gobierno actual la conciencia de que los problemas básicos permanecen y que van a exigir un tiempo indefinido para llegar a una solución hipotética: 

“La tesis más original de la nueva política de Seguridad propone la combinación de acciones en dos frentes: la social y la policial. No es suficiente aumentar la eficiencia de las Policías, liberarlas de la corrupción, hacerlas menos brutales y menos racistas y hacerlas respetar los derechos humanos, si los jóvenes sin perspectivas y sin esperanzas continúan a ser reclutados por el tráfico y por el crimen. Por eso, simultáneamente al esfuerzo sin paralelo en la esfera de las reformas policiales, es necesario actuar sobre las causas inmediatas, ya que las transformaciones estructurales  exigen un largo tiempo de maduración. El compromiso con los jóvenes no puede ser reducido a una ecuación materialista y de contabilidad, aunque dinero y consumo sean decisivos.” (Soares, 2003)

Para finalizar, se impone una reflexión sobre los resultados de los Planes de Seguridad Pública aplicados hasta el presente. Si fuera aplicada la hipótesis nula en el caso de los PNSP implementados desde el año o ano 2000 podríamos afirmar sin sobra de duda que estaría ampliamente verificada. Pero, no se puede todavía juzgar definitivamente el Plan que está en ejecución, aunque se presentan indicios de lo que ha significado en los recientes acontecimientos que culminaron con más una utilización coyuntural y en carácter de emergencia de las fuerzas del Ejército en la ciudad de Río de Janeiro, durante los días que precedieron al Carnaval del 2003.  Observamos un caso donde se ha quebrado la asimetría de la  autoridad, se ha roto el monopolio de la violencia legítima del Estado dentro del Estado de derecho, y, en diversas áreas del Estado de Rio de Janeiro se ha impuesto el descontrol ( o el control por parte del tráfico) como una norma social. Frente a este panorama, en situaciones de crisis, el regulador se adapta renunciando a intervenir o, como en el  caso de Río de Janeiro, repitiendo la intervención (Donolo, 2001). Aunque esta intervención fue considerada “en carácter de emergencia” por el Ministro de Justicia, lo que se pone en evidencia claramente es que no hay perspectivas de control en el corto plazo a partir de las fuerzas policiales en el Estado. Nuevamente estamos frente a un enfoque de  tipo muddling through, de adaptación contingente, a su vez incluido dentro del cuadro de racionalidad limitada de los reguladores involucrados, tanto al nivel federal como al nivel provincial, solo que ahora sin ninguna alternativa con excepción del aumento de la intensidad de la acción de las Fuerzas Armadas (o de alguna “fuerza de tareas” que venga a reemplazarlas). Una vez que un curso de acción es adoptado, se envían “señales” que son decodificadas inmediatamente por los interesados, que naturalmente procuran adaptarse a las nuevas condiciones, lo que implica en crecientes dificultades para las intervenciones siguientes. Los Estados de Río de Janeiro y e de Espírito Santo, en los próximos tiempos, se van a constituir en un severo campo de pruebas de la política de Seguridad que está siendo implementada por el gobierno da Silva.

ABREVIATURAS UTILIZADAS

BC: Bases Curriculares para la Formación de los Profesionales da Área de Seguridad Ciudadana;

CRFB: Constitución  de la  República Federativa del Brasil, promulgada en 1988;

DCAASP: Departamento de Cooperación  e Articulación de Acciones de Seguridad Pública, de la SENASP/MJ;

FNSP: Fondo Nacional de Seguridad Pública;

INFOSEG: Sistema de Integración Nacional de las Informaciones de Justicia y Seguridad Pública;

MJ: Ministerio de Justicia;

PNSP: Plan Nacional de Seguridad Pública;

SENASP: Secretaria Nacional de Seguridad Pública, do Ministerio da Justicia;

PDRAE: Plan Director de la Reforma del Aparato del Estado;

PCERJ: Policía Civil del Estado de Río de Janeiro
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NOTAS

� Este artículo  es parte del Proyecto  “Public Security and Police Reform in the Americas” dirigido por John Bailey (Georgetown University) y Lucía Dammert (University of Chile).








� Originalmente de origen inglés, esta expresión sugiere que es posible llegar a (algún) término de una tarea, a pesar de la propia incompetencia, ineficiencia e obstáculos existentes, sin una dirección planificada. En relación con  problemas de difícil solución, los políticos muchas veces lanzan programas con objetivos que  están mucho más allá de las competencias disponibles. Como resultado, los administradores encargados de la implementación acaban definiendo y procurando sus propios objetivos. (Lindblom, 1980:67)





�  El texto completo de la Constitución de 1988 y sus enmiendas puede obtenerse en inglés  en la página del Senado Federal:   � HYPERLINK "http://www.senado.gov.br/web/codigos/const88/const88i.htm" ��http://www.senado.gov.br/web/codigos/const88/const88i.htm�





� “Responsabilidad” es un concepto  polisémico, y no está claro en cuál(es) significado(s) está usado y tampoco está calificado. Podrá significar, por ejemplo: a) calidad de quien es responsable; b) obligación de responder por actos propios o ajenos, o por una cosa confiada; c) responsabilidad civil; d) responsabilidad penal, etc. Las relaciones entre Estado y sociedad civil están confusas ya desde el propio texto constitucional.





� Ver la Ley  Nº 9.637, del 15 de Mayo de 1998. “Dispone sobre la calificación de entidades como organizaciones sociales, la creación del Programa Nacional de Publicización, la extinción de los órganos y entidades que cita y la absorción  de sus actividades por organizaciones sociales, y dispone otras medidas. (...Art 20. Será creado, por decreto del Poder Ejecutivo, el Programa Nacional de Publicización - PNP, con el objetivo de establecer directivas y criterios para la calificación de entidades sociales, para garantizar la absorción de actividades desarrolladas por entidades u órganos públicos de la Unión...observándose las siguientes directivas...III – control social de las acciones en forma transparente).”


Los críticos de esta orientación la caracterizan como una típica reforma minimalista del Estado  como otras desarrolladas en varios países latinoamericanos durante la década de 1990, que procura crear los fundamentos jurídicos de una privatización mal disimulada.





� El documento citado no se encuentra más disponible en la forma .pdf. Sin embargo, puede ser leído en la forma html en el site: � HYPERLINK "http://www.google.com/search?q=cache:fLLoJN9sVkAC:www.mj.gov.br/se/gestaomj.pdf+Plano+Plurianual+%E2%80%93+PPA+2000-2003+%22Seguran%C3%A7a+p%C3%BAblica%22&hl=ja&ie=UTF-8" ��http://www.google.com/search?q=cache:fLLoJN9sVkAC:www.mj.gov.br/se/gestaomj.pdf+Plano+Plurianual+%E2%80%93+PPA+2000-2003+%22Seguran%C3%A7a+p%C3%BAblica%22&hl=ja&ie=UTF-8�  (04/03/2003)


Ministerio de Justicia. Orientación Estratégica del Ministerio de Justicia para la Elaboración Del Plan Plurianual 2000-2003 - Brasília, Abril de 1999. ...Macro-objetivos e directivas- (1) crear un ambiente macroeconómico favorable al crecimiento sustentable (Directiva: reforzar la regulación y fiscalización de la acción privada) ... (28) movilizar al gobierno y a la sociedad para reducción de la violencia.  





� Ministerio de Justicia. Orientación Estratégica del Ministerio de Justicia para la Elaboración Del Plan Plurianual 2000-2003 - Brasília, Abril de 1999. ...Macro-objetivos e directivas- (1) crear un ambiente macroeconómico favorable al crecimiento sustentable (Directiva: reforzar la regulación y fiscalización de la acción privada) ... (28) movilizar al gobierno y a la sociedad para reducción de la violencia.  


(Ver la versión em formato html del archivo http://www.mj.gov.br/se/gestaomj.pdf) (04/03/2003).





� El 12 de Junio de 2000, un asaltante solitario, Sandro do Nascimento, secuestró en Rio de Janeiro un ómnibus de la línea 174 (Gávea-Central do Brasil), en un barrio (Jardim Botânico) de clase media alta. El secuestro fue transmitido on-line para todo el mundo. Fue accionado el Batalhão de Operações Especiais (BOPE) de la Policía Militar, pero no la DAS (Divisão Anti-sequestro) de la Policía Civil, y el gobernador no autorizó la acción de un francotirador de elite. El secuestro terminó con la muerte de la profesora Geisa Gonçalves, pasajera del ómnibus y rehén del asaltante, y del propio asaltante, detenido por la Policía Militar y después estrangulado por tres policías militares en un vehículo policial. El gobernador, que durante los hechos había elogiado la acción de la policía, después de conocidos los resultados de la acción cambió de opinión: “(El Gobernador) dice que la actuación policial fue mediocre teniendo en cuenta las inversiones realizadas y llama a los policías de criminales”: ( O Globo On-line, 14/06/2000 ). Una pesquisa realizada do días después de los hechos revelo un descrédito generalizado de la policía: 72 % de los entrevistados respondieron que no confiaban en ella. “La estadística del miedo.” ( O Globo On-line 18/06/2000 ). En este contexto, ocho días después fue anunciado el PNSP. Obsérvese la vinculación que el Gobernador realiza entre inversiones realizadas y desempeño de la policía. 





� Ver Dobry, Michel. 1986. Sociologie des crises politiques.





� El  Plano Plurianual Avança Brasil 2000- 2003 incluía 54 prioridades estratégicas, teniendo como premisa la creación de un ambiente favorable al desarrollo sustentable.  Coincide con las metas estratégicas establecidas para o MJ en el “Objetivo 28”:  “Movilizar al Gobierno y a la Sociedad para la Reducción de la Violencia”.  Ver documento en la página cache : � HYPERLINK "http://www.google.com/search?q=cache:bjiy05CR6DcC:www.abrasil.gov.br/anexos/download/conhecendo.pdf+%22Avan%C3%A7a+Brasil%22&hl=ja&ie=UTF-8" ��http://www.google.com/search?q=cache:bjiy05CR6DcC:www.abrasil.gov.br/anexos/download/conhecendo.pdf+%22Avan%C3%A7a+Brasil%22&hl=ja&ie=UTF-8� (07/03/2003) 





� Este punto origino enérgicas críticas en las corporaciones, fundamentalmente en la Policía Federal.





� En Brasil existe una Policía militar, uniformada y ostensiva y otra no uniformada, civil, dedicada a la investigación. 





� El artículo 4º de la  Ley expresa que "Art. 4º O FNSP apoyará proyectos en el área de seguridad pública, destinados, entre otros, a: I – reequipamiento de las policías provinciales; II – entrenamiento y calificación de policías civiles y militares e de guardias municipales; III – sistemas de informaciones y estadísticas policiales; IV - programas de policía de comunidades; V – policía técnica e científica."





� Luiz Eduardo Soares “...dijo que no hay una explicación única para el problema, pero relacionó el pobre desempeño a la burocracia, a la incompetencia administrativa y a la corrupción.” (O Globo, “Las Provincias apenas gastan 7% de los recursos en seguridad”. 1º de Julio de 2003. Pág. 10.)





� “El Intendente (de Rio de Janeiro) Cesar Maia criticó ayer la demora de los gobiernos federal y provincial en elaborar los decretos relacionados con fuerza de tareas para Rio. El Plan de Seguridad divulgado hace seis días, los llamados `diez mandamientos de la seguridad pública ´  en Rio, preveía la delegación de poderes a los coordinadores de la fuerza de tareas, lo que todavía no fue realizado... O Intendente Cesar Maia teme que a fuerza de tareas haya sido anunciada solamente para dar una respuesta a los críticos de la seguridad en la provincia... “Cesar critica atraso de decretos de la fuerza de tareas”.(O Globo On-line. 03/07/2002) � HYPERLINK "http://www.sindpf.com.br/ano2002/jul/03072002_E.htm" ��http://www.sindpf.com.br/ano2002/jul/03072002_E.htm� (05/03/2003)





� “El Comandante-general de la  Policía Militar  dice que las cuestiones políticas diluyeron a la fuerza de tareas.   El Comandante-general de la  Policía Militar  , Renato Hottz, afirmó ayer, durante entrevista al telediario “Bom dia Brasil”, de la  Rede Globo, que la fuerza de tareas  que debería combatir el  crimen organizado se diluyo por cuestiones de voluntad política. Para él, deben  ser adoptadas en Rio otras acciones en el ámbito político. (O GLOBO On-line, Rio, 26 de Febrero de 2003)


� “... Luiz Eduardo es contrario a la a idea de reactivar la fuerza de tareas federal para combatir el crimen organizado. Coordinada por el Comisario  Getúlio Bezerra, de la  Policía Federal de Brasília, la fuerza de tareas tuvo  su actuación  interrumpida tres meses después  de ser instaurada. Según el  secretario, es preciso convencer a la sociedad de la necesidad de cambiar la estructura da policía fluminense. Critico lo que llamó de “medidas paliativas” adoptadas en situaciones  como la ocurrida en Rio. 


— Una Fuerza da tareas  no es suficiente, no construye  una estructura permanente — dijo Luiz Eduardo.” ( O GLOBO On-line, Rio, 26 de Febrero  de 2003)





� “En la práctica, el texto inicia el proceso de unificación de las  Policías Civil e Militar. ..."El que no ponga en práctica esas medidas no va a recibir un centavo de ayuda del  gobierno federal a partir de ahora", aviso el  ministro de  Justicia, José Gregori, al indicar tres de los diez ítems: comando único para las dos policías, creación de un módulo básico de formación  profesional e instalación  de un centro de operaciones integradas (con intercambio de informaciones, teléfono único y la instalación de las jefaturas de cada policía en un único edificio)” “FHC anuncia hoy paquete de seguridad pública” (O Estado de São Paulo On-line.( 08/08/2002) ). Como se ve por los datos recientes, las ayudas fueron recibidas por las provincias , pero no se materializaron las exigencias federales y ni siquiera los recursos fueron aplicados en su totalidad ( apenas un insignificante 7 por ciento, como indicado en la nota 13)





� En la provincia de Bahia la huelga de los policías dejó a la población sin seguridad, y fueron registrados episodios de violencia y saqueos.





� SNSP, O Brasil Diz Não à Violência. Junho de 2001. � HYPERLINK "http://www.mj.gov.br/Senasp/senasp/BALAN_O%20%2001%20ANO.pdf" ��http://www.mj.gov.br/Senasp/senasp/BALAN_O%20%2001%20ANO.pdf�  (06/03/2003)


� Ver  � HYPERLINK "http://www.terra.com.br/noticias/brasil/2002/06/20/046.htm" ��http://www.terra.com.br/noticias/brasil/2002/06/20/046.htm� (06/03/2003)


� Las escuelas municipales en Rio son obligadas a cerrar por los traficantes. Cinco escuelas de la  red municipal de educación  en la Vila Cruzeiro, barrio de Penha, están cerradas por orden de los traficantes en Rio de Janeiro. Los directores de las escuelas liberaron a los alumnos al llegar. De acuerdo con las informaciones del Telediário Jornal Hoje, no se sabe si las escuelas abrirán durante la tarde. Ayer, seis ómnibus fueron incendiados después de una operación de la Policía Militar en la cual dos traficantes murieron. El comercio está funcionando parcialmente. (Redacción Terra. Jueves, 20 de junio de 2002, 13h44) disponible en: � HYPERLINK "http://www.terra.com.br/noticias/brasil/2002/06/20/036.htm" ��http://www.terra.com.br/noticias/brasil/2002/06/20/036.htm�  (06/03/2003)





� SENASP. Noticias . Material obtenido del diario Folha de São Paulo, Tendências/Debates el 24/02/2003. Disponible em � HYPERLINK "http://www.mj.gov.br/senasp/folhaSP24022203.htm" ��http://www.mj.gov.br/senasp/folhaSP24022203.htm� (06/03/2003)


� ...En agosto, reunidos en Porto Alegre, representantes de las policías de todo o País denunciaron, en carta abierta, "el estado de penuria" en que se encuentran. ..."Queremos una policía actuante, técnica e, al mismo tiempo, bien preparada e bien pagada", afirma Rebouças. ...Esa es también la opinión del presidente de la Confederación Nacional de los Policías Civiles, Jânio Gandra. "El Plan del ministro de Justicia se preocupó con la compra de materiales y se olvidó de la materia prima, que es el policía."Para Gandra, el plan es una innovación porque es la primera vez que el gobierno federal se empeña en mejorar la seguridad en el País. "Es poco, mejor que nada. Mas es inútil tener vehículos y armas si quien va a usarlos está completamente abandonado", afirma. OESP On-line/Martes, 25 de Setiembre de 2001    


� HYPERLINK "http://www6.estado.com.br/editorias/2001/09/25/cid024.html" ��http://www6.estado.com.br/editorias/2001/09/25/cid024.html� (04/03/2003)





� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.sinpef.org.br/Manifestoasociedade.html" ��http://www.sinpef.org.br/Manifestoasociedade.html�  (06/03/2003)


� Las tesis petistas no siempre son adoptadas por el ministro de justicia, Thomaz Bastos. Por ejemplo el ministro no estuvo de acuerdo con la subordinación de la Policía Federal a la  Secretaria Nacional de Seguridad  Pública. Esta Secretaria, según el proyecto, estaría vinculada directamente a la  Presidencia de la  República.  Thomaz Bastos anuló la propuesta. ‘‘Hicimos una adaptación a la realidad, un esfuerzo para hacer mas operacional el proyecto”, afirma el ministro. El mejor argumento para descartar la idea inicial fue el de proteger al presidente Lula de eventuales desgastes con episodios violentos. ‘‘fue mi primer razonamiento. Una secretaria de seguridad vinculada directamente a la Presidencia dejaría Lula muy expuesto”, dice el ministro. El sociólogo Luiz Eduardo Soares,  indicado para la Secretaria de Seguridad Pública, afirma que las presiones de las policías terminaron por hacer la propuesta inviable. ‘‘Eso no significa que el programa fue desfigurado.’’ (Correio Braziliense/Brasília, viernes, 03 de enero de 2003 )


� HYPERLINK "http://www.google.co.jp/search?q=cache:VtKFoazvOcoC:www2.correioweb.com.br/cw/EDICAO_20030103/pri_pol_030103_109.htm+%22MINIST%C3%89RIO+DA+JUSTI%C3%87A%22+%22Planejamento+estrat%C3%A9gico%22&hl=ja&ie=UTF-8" ��http://www.google.co.jp/search?q=cache:VtKFoazvOcoC:www2.correioweb.com.br/cw/EDICAO_20030103/pri_pol_030103_109.htm+%22MINIST%C3%89RIO+DA+JUSTI%C3%87A%22+%22Planejamento+estrat%C3%A9gico%22&hl=ja&ie=UTF-8�  (cache, 05/03/2003)





� Luiz Eduardo Soares: Síntesis de su presentación en el Fórum Social Mundial, Porto Alegre,  29 de Enero de 2001.


� Encuesta Datafolha. Publicada em la  Folha de São Paulo, 10 de Marzo de 2002. Página C1.  
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